[image: image1.png]



República de Colombia

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
21
20
REF:   REPARACION DIRECTA

DTE:   GABRIEL ANGEL POSADA ORREGO Y OTROS
DDO: EJERCITO NACIONAL Y POLICIA NACIONAL
RDO: 05001-33-31-001-2015-0684-00


                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, Veinte (20) de Mayo de dos mil Veinte (2020)
	REFERENCIA
	REPARACION DIRECTA

	RADICADO
	05001-33-31-001-2017-00083-00

	DEMANDANTE
	LADY JOHANA BEDOYA CARDONA y OTROS

	ACCIONANDA
	NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL

	SENTENCIA NRO.
	


	Tema: Responsabilidad patrimonial del Estado/ Características / Prueba Indiciaria/.


Las señoras LADY JOHANA BEDOYA CARDONA Y LILIANA MARIA CARDONA LOPEZ por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de REPARACION DIRECTA consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., formularon demanda en contra de LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL con el fin de que se profieran las siguientes: 
DECLARACIONES:
Solicita textualmente el apoderado de la parte demandante lo siguiente:
“PRIMERA: Que se declare administrativamente responsable a la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL, por la totalidad de los daños y perjuicios ocasionados a las Señoras, LADY JOHANA BEDOYA CARDONA y LILIANA MARIA CARDONA LOPEZ, con ocasión de la privación injusta de la libertad, desaparición forzada, tortura y posterior muerte del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JACOME, quien en vida se identificó con Cédula de Ciudadanía No. 71.680.262. 

SEGUNDA. Que, como consecuencia de la anterior declaración, la entidad convocada pague en el siguiente orden, los perjuicios MATERIALES que a continuación se describen:

1. Perjuicios Materiales en su manifestación de lucro cesante: A favor de la Señora LILIANA MARIA CARDONA LOPEZ (Compañera), actuando en nombre propio, una suma no inferior a Trescientos quince millones ciento noventa y ocho mil ochocientos ochenta y nueve pesos ($ 315.198. 889.oo) que deberán actualizarse al momento que se haga efectivo el pago.

2. Perjuicios materiales en su manifestación de lucro cesante: A favor de la Sra. LADY JOHANA BEDOYA CARDONA (Hija), actuando en nombre propio, una suma no inferior a Ciento cincuenta y siete millones setecientos treinta y tres mil trescientos once pesos ($157.733. 311.oo), que deberán actualizarse al momento que se haga efectivo el pago.

TERCERA.  Que la entidad demandada, pague en el siguiente orden, los perjuicios INMATERIALES como pasa a explicarse:

1. Perjuicios morales: A favor de la Señora LILIANA MARIA CARDONA LOPEZ (Compañera), actuando en nombre propio la suma de DOSCIENTOS (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes para el momento del fallo que ponga fin a las instancias.

2. Perjuicios morales: A favor de la Señora LADY JOHANA BEDOYA CARDONA (Hija), actuando en nombre propio la suma de DOSCIENTOS (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes para el momento del fallo que ponga fin a las instancias.

3. Daño a la salud: A favor de la Señora LADY JOHANA BEDOYA CARDONA, actuando en nombre propio, la suma de CIENTO CINCUENTA (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes para el momento del fallo que ponga fin a las instancias.

4. La entidad demandada dará aplicación a lo ordenado por los artículos 192, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 

HECHOS
Indica el apoderado de las parte actora que el día 28 de Junio de 1990, el señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JÁCOME, se encontraba departiendo con unos amigos, entre ellos GUSTAVO ALBEIRO ZAPATA DUQUE, en el barrio Manrique de esta ciudad, luego, estos dos individuos tomaron un taxi con dirección al centro y a las pocas cuadras fueron interceptados por una patrulla de la Policía Nacional, identificada con el Número 402, quienes ordenaron a los señores Gustavo Adolfo y Gustavo Albeiro descender del vehículo e inmediatamente fueron retenidos, supuestamente, con el objeto de indagar si registraba alguna anotación o pendiente. Los vecinos del sector observaron que al interior de la patrulla de la policía se encontraba otro sujeto, que en compañía de ZAPATA DUQUE Y BEDOYA JACOME fueron conducidos supuestamente a la inspección de Policía del barrio Manrique de la ciudad de Medellín.

Afirma la parte actora que este mismo día la señora SOCORRO JÁCOME, madre del señor Gustavo Adolfo fue informada de que su hijo se encontraba detenido por una “batida policial” en la Estación de Policía de Manrique, por lo que de inmediato, la señora SOCORRO JÁCOME y LILIANA MARIA CARDONA LOPEZ, compañera sentimental de Gustavo Adolfo Bedoya Jácome,  se dirigieron al CAI de la Policía con la finalidad de llevarle alimentos y obtener información del señor Bedoya Jácome, informándole allí los policiales, que ya le habían dado salida desde las horas de la tarde, lo que les pareció extraño, pues el señor Gustavo no había regresado ni a su casa, ni a la casa de su madre y ni siquiera se había comunicado con sus seres queridos, quienes al desconocer del paradero de éste iniciaron su búsqueda en hospitales y morgues, pero en ninguno de estos sitios encontraron información que pudiese conducirlos al paradero del señor Bedoya Jácome, temiendo lo peor, pues la última vez que fue visto había sido aprehendido por una Patrulla de la Policía, hecho que llamaba a la alarma de la ciudadanía, como quiera que para aquél momento se libraba una guerra sangrienta contra el cartel de Medellín, y la ciudad vivía en un estado de permanente zozobra y preocupación, fruto de la serie indiscriminada de homicidios que se venían presentando en la ciudad.
Arguye el apoderado de la parte actora que, el día 29 de Junio de 1990, la Juez Promiscua Municipal de Guarne, telefónicamente informa al Inspector de Policía de dicho municipio, de la existencia de varios cadáveres en el paraje la Sierra, por la vía antigua que conducía de Guarne a Medellín, frente a lo cual,  el inspector inicia labores investigativas tendientes al esclarecimiento de este hecho y se dirige al lugar anteriormente referenciado para adelantar la diligencia de levantamiento de tres cadáveres.
Indica que posteriormente, y luego del terrible hallazgo el Inspector de Policía procede a solicitar mediante Oficio No. 189, a la médica subdirectora del hospital de Guarne, la necropsia a los tres cadáveres de sexo masculino que fueron hallados, informando someramente que aquellos decesos se debieron a un presunto ataque con arma de fuego, y que además de ello, presentaban quemaduras en todo el cuerpo, siendo presuntamente incinerados con gasolina “luego de ser torturados y abaleados”. Es así que mediante informe de Necropsia No. 029 del 29 de junio de 1990, suscrito por la doctora GLADYS ARROYAVE ESTRADA, adscrita al HOSPITAL DE ENFERMERAS DE ANTIOQUIA, la galena relaciona las lesiones que le fueron ocasionadas a cada uno de los individuos, indicando que sufrieron quemaduras de segundo y tercer grado, y que habían ultimado sus vidas con armas de fuego, particularmente frente al señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JACOME, inicialmente identificado como N.N. 2, se consagró: “NN N° 2: Cadáver de sexo masculino, con edad aparente 20 años (…)” quemaduras extensas de tercer 3er Grado y segundo 2° Grado profunda: 1° Orificio de entrada frontal izquierda cono orificio de salida temporal derecha. 2° Herida más o menos 3 centímetros frontal con exposición Ósea y orificio de salida a nivel occipital. 3° Orificio de entrada parietal izquierdo y orificio de salida parietal derecho. DIAGNOSTICO MACROSCOPICO: Fractura hemicránea derecho con destrucción encefálica, herida pulmón derecho, quemaduras tercer grado, todo el cuerpo quemado. CONCLUSIÓN: La muerte de quien en vida se llamó NN N°2, fue consecuencia natural y directa de Shock Neurogénico producida por arma de fuego, lesiones de naturaleza simplemente mortal (…) Esperanza de vida 43 años”.
Afirma el apoderado de la parte actora que el día 30 de junio de 1990 los familiares de GUSTAVO BEDOYA JACOME recibieron la trágica noticia de que su hijo, compañero y padre había sido encontrado sin vida en el municipio de Guarne, incinerado y con heridas de arma de fuego. El día 03 de Julio de 1990 comparece el señor GUSTAVO DE JESÚS ZAPATA ACEVEDO, ante la Inspección Municipal de Policía con el fin de rendir declaración para la identificación de una persona, la cual fue referenciada como NN1, quien fue reconocido como GUSTAVO ALBEIRO ZAPATA DUQUE, quien contaba solo 22 años de edad y se desempeñaba como mecánico.
Indica que, con la información aportada por el testigo, el señor Zapata Acevedo, se inician las diligencias de indagación preliminar por parte del Juzgado Promiscuo Municipal, pues con la finalidad de individualizar a los integrantes de la Policía Nacional que habrían perpetrado el brutal homicidio de estos tres jóvenes, se envió el día 03 de julio de 1990 oficio No. 336 al Comandante del Departamento de Policía de Antioquia, solicitando que se informara quienes eran los policiales que conducían y ocupaban la Patrulla tipo microbús marca Nissan, distinguida con el No. 402, para el día jueves 28 de Junio de 1990.
Relata el apoderado que el día 04 de julio de 1990 compareció la señora EUCARIS VÁSQUEZ LOPERA ante la inspección Municipal de Policía quien manifestó que otra de las víctimas correspondía a su hermano, el señor JESUS ANGEL VASQUEZ LOPERA, quien tenía 30 años de edad y se desempeñaba como vendedor ambulante al no contar con un empleo formal. Siendo así, identificados los tres cadáveres. Este mismo día se remiten las diligencias ante el Juez 34 de Instrucción Criminal del Municipio de Guarne, con elementos relacionados con el proceso (como partes de proyectiles extraídos en la diligencia de necropsia).  El 10 de julio de 1991 el Juzgado Trigésimo Cuarto de Instrucción Penal señala su falta de competencia, puesto que algunos testimoniantes apuntaban a señalar a miembros de la Policía Nacional como quienes retuvieron y desaparecieron en la patrulla distinguida con el numero 402 a los occisos, por lo que ordena remitir las diligencias al juzgado de Instrucción Penal Militar adscrito a la Policía Metropolitana de la ciudad de Medellín.

Narra el apoderado que el día 21 de julio de 1990 mediante oficio No. 1735 de la Policía Metropolitana del Valle de Aburra, se allega respuesta informando que la patrulla Nissan al servicio de la Policía Nacional, distinguida con la sigla No. 402 para la fecha solicitada se encontraba en segundo turno de vigilancia, tripulada por el señor TE. GONZALEZ GOMEZ y los Agentes CARDONA HENRIQUEZ, RAMIREZ OSORIO y LEMUN MOSQUERA.

Indica que el día 22 de julio de 1991 el juzgado 91 de Instrucción Penal Militar se declara igualmente incompetente para conocer de la actuación, debido a que el hecho punible a que se hacía referencia no encuadraba dentro de los lineamientos del fuero castrense consagrado en el artículo 14 del Código Penal Militar por cuanto los policiales sindicados habían realizado una conducta que no tenía ninguna relación con el servicio a ellos encomendado. Según los testimonios recaudados, los occisos fueron recogidos en un sector del barrio Manrique por unos policiales que se desplazaban en la patrulla No. 402, el día jueves 28 de junio del año 1990 y a partir de ese momento desaparecieron y sus familiares no volvieron a tener razón de ellos hasta el día sábado 30 del mismo mes y año, cuando fueron encontrados los cadáveres totalmente incinerados, en el sector conocido como Alto de la Sierra, por la carretera antigua que va de Medellín a Guarne. 

Por todo lo anterior, el Juzgado Décimo de Instrucción Criminal el 26 de julio de 1992, ordena remitir la actuación al Juzgado Trigésimo Cuarto de Instrucción Criminal por razón de la competencia, toda vez que los hechos tuvieron ocurrencia en la jurisdicción del municipio de Guarne, por lo que el día 09 de agosto de 1991 el Juzgado 34 de Instrucción Criminal asume el conocimiento de la indagación preliminar, y ordena continuar con la investigación. Sin figurar más actuaciones investigativas dentro del proceso, cómoda e irresponsablemente el día 23 de abril de 1993 la Unidad Única de Fiscalía de Guarne ante el Juzgado 34 de Instrucción Criminal, a quién le correspondió conocer de los hechos delictivos ocurridos en el municipio de Guarne el 29 de junio de 1990, esto es, un homicidio perpetrado contra la humanidad de Gustavo Adolfo Bedoya Jácome y otros, radicado en aquella unidad bajo el Número 071, procede a dictar auto inhibitorio, dando aplicación al artículo 118 de la Ley 23 de 1991.
Por lo anterior, la Fiscalía archivó todo el procedimiento que habían adelantado los anteriores funcionarios, en el que se habían realizado diligencias previas, que terminaron por arrojar resultados positivos para la investigación, específicamente señalaban las circunstancias de tiempo, modo y lugar de ocurrencia de los hechos, así como la identificación de varios miembros de la Policía Nacional como presuntos responsables de aquel hecho atroz que segó la vida de tres jóvenes que fueron aprehendidos, torturados y ultimados; pero indolentemente la Fiscalía tomó el camino más fácil, que fue archivar las diligencias adelantadas, por la imposibilidad de “identificar al posible autor de la delincuencia”.

Es por ello que resulta reprochable el actuar abiertamente ineficiente, irregular y negligente por parte de la administración de justicia, en el sentido de que ésta no actuó con diligencia ni eficacia, como es su deber legal; al no realizar una investigación seria para lograr la judicialización de los responsables de este crimen, dejando un sin sabor por la impunidad que se presentó en el caso que nos atañe, una indignación persistente en toda su familia, donde a pesar de saber que fue un acto realizado por policiales, jamás hubo un trabajo investigativo tendiente a esclarecer los hechos. Los familiares del señor GUSTAVO ADOLFO han buscado por todos los medios revivir el proceso penal, sin que esto haya sido posible, siendo revictimizados nuevamente por el Estado, al ni siquiera garantizárseles el acceso a la justicia. 
TRAMITE
Mediante auto de fecha 21 de febrero de 2017, se inadmitió la demanda para que se procediera a corregir unos defectos formales, una vez subsanados dichos requerimientos, por medio de auto de fecha veintisiete (27) de marzo de 2017 se procedió a admitir la demanda, notificando dicha actuación a las entidades accionadas y al Ministerio Publico (fls. 130-134 del expediente). Dentro del término para ello la Nación -Ministerio de Defensa- Policía Nacional dieron respuesta a la demanda y propuso medios exceptivos, de los cuales se dio traslado a la parte actora la cual se pronunció en los términos referidos a folios 159-168 del cuaderno principal. 
Así las cosas, mediante providencia del veintitrés (23) de noviembre de dos mil diecisiete (2017), se fijó fecha para audiencia inicial, para el día veintiocho (28) de febrero de dos mil dieciocho (2018), sin embargo, mediante auto de fecha 29 de enero de 2018, se reprogramo dicha diligencia para el día 28 de febrero de 2018, la cual se realizó en debida forma, se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas. Mediante auto de fecha 09 de julio de 2018, se fijó fecha de audiencia de pruebas para el día 29 de octubre de 2018, audiencia en que se otorgó el término común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión y se indicó que posteriormente entraría a Despacho para fallo, por el término de veinte (20) días. 
Cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.

POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, dentro del término legal establecido, a través de apoderado judicial, contesta la demanda en los siguientes términos (fls 136-157): frente a los hechos afirma que unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente cierto y frente a las pretensiones indica, se opone a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones impetradas por la parte demandante ya que no aporta los suficientes elementos probatorios que puedan comprometer la responsabilidad de la Policía Nacional.
Luego de realizar un análisis detallado y exhaustivo de la jurisprudencia y normativa aplicable al caso concreto, el apoderado de la entidad accionada manifiesta que para el caso concreto deben prosperar las siguientes excepciones:  
- INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL 
- AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD 
-EXCEPCIÓN GENÉRICA
-FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA

-CADUCIDAD
Sobre las razones de su defensa, indica que tal como ha sido objeto de pronunciamiento por la jurisprudencia el artículo 90 constitucional no consagra un régimen de responsabilidad y en virtud del principio tura novit curia con el cual cuenta el Juez, señaló que para que se puede declarar administrativamente responsable a la Nación se hace necesario que se presenten los tres elementos constitutivos de dicha responsabilidad a saber:
-Una falla o falta en la prestación del servicio bien sea por omisión, retardo, irregularidad o ausencia de dicha prestación del servicio.
-Un daño que implique una lesión a un bien, jurídicamente tutelable.
-un nexo causal entre el daño y la falta o falla en la prestación del servicio a que la administración esta obligada a prestar.
Sostiene la entidad que no existen las pruebas fehacientes que  permitan demostrar que exista una responsabilidad palpaba en su representada y que corresponde al actor demostrar cuales fueron las fallas y causas que se presentaron, es decir demostrar que exista el nexo de causalidad que conlleva a la responsabilidad del Estado de acuerdo al artículo 167 del C.G.P, el cual señala que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.

Manifiesta el apoderado que en tales condiciones es evidente la ausencia de pruebas en el presente caso que permiten siquiera vislumbrar un indicio de responsabilidad en cabeza de la Policía Nacional, lo que sin duda constituye una falta al deber de la carga de la prueba, presupuesto fundamental en este tipo de acciones.

Bajo los anteriores preceptos, afirma la apoderada que de la Policía Nacional que le corresponde al apoderado del actor demostrar con suficiencia ante la jurisdicción contencioso administrativa que se presenten los elementos de la responsabilidad señalados. Indicando que, para el caso concreto, se puede concluir, que existe ausencia de responsabilidad por parte de la Nación-Ministerio de Defensa Policía Nacional, razón por al cual debe ser eximida de toda responsabilidad la entidad que representa.
ALEGATOS, EN CONCLUSIÓN.
Dentro del término legal para presentar alegaciones, se pronuncian la parte demandante la Fiscalía General de la Nación y El Consejo Superior de la Judicatura en los siguientes términos.
1.  PARTE DEMANDANTE: Mediante escrito presentado el 14 de noviembre de 2018, visible a folios 205-223, la parte actora se ratifica en los términos expuestos en el libelo de la demandada y una vez realiza un recuento sobre la fundamentación fáctica y probatoria dentro del plenario, concluye manifestando que existe una evidente responsabilidad de la Nación- Ministerio de defensa- Policía Nacional, bajo el fundamento de una falla del servicio, ya que la entidad accionada causo un daño de manera arbitraría y dolosa, haciendo soportar a las victimas un daño que no estaban obligados a soportar, al culminar con la vida del señor Gustavo, un hombre de buenas costumbres, sin conexión alguna a banda criminales, sin antecedentes judiciales, con proyectos que con el actuar arbitrario y desproporcionado de las fuerzas armadas se vieron truncadas.
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL Mediante escrito presentado el 9 de noviembre de 2018, visible a folios 202-204, la entidad accionada  se ratifica en los términos expuestos en la contestación de la demandada, insistiendo en que en el caso particular no es posible establecer una responsabilidad en los términos del artículo 90 de la Constitución, toda vez que no existe medio de convicción que haga pensar que tal y como se afirma en la demanda, omisión por parte de la policía nacional por acción y/o omisión de los hechos narrados.
POSICIÓN DEL PROCURADOR JUDICIAL: El Procurador judicial delegado ante Despacho, guardó silencio y no intervino para presentar alegato de conclusión.
CONSIDERACIONES

1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:
La controversia jurídica se contrae a establecer i) si existe o no responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa- Policía Nacional por la muerte del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA, ocurrida el día 29 de junio de 1990, en el Municipio de Medellín o si el daño fue ocasionado por otras circunstancias distintas a las alegadas en el libelo de la demanda y la contestación de la misma. ii) De mantenerse la imputación de responsabilidad, determinar si los perjuicios que reclaman los demandantes se encuentran probados en el expediente y si deben o no ser reconocidos.
2. PRESUPUESTOS PROCESALES. 
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 6º artículo 155 y en el numeral 6 artículo 156 del CPACA.  

-   Legitimación: Sobre la Legitimación formal ya se pronunció el Despacho al momento de resolver la excepción en la audiencia inicial.  Procederá a realizar el análisis correspondiente frente a la Legitimación sustancial, cuando se toque el fondo de este asunto.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: En el presente asunto se pretende que se declare la responsabilidad de la entidad demandada por la muerte del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA, ocurrida el 29 de junio del 1990. Dado que la demanda fue impetrada el 20 de febrero del 2017, es claro que no lo fue dentro de los dos años contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, en los términos del artículo 164 nral. 2 lit. i; sin embargo, el despacho realizara el siguiente análisis.
IMPRESCRIPTIBILIDAD-AUSENCIA DE CADUCIDAD E INAPLICACION DE LAS NORMAS SOBRE CADUCIDAD

Sobre los antecedentes históricos en el derecho internacional referidos a la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad, encontramos “La Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad” contenida en la Resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas 2391 (XXII), del 26 de noviembre de 1968 y que entró en vigor el 11 de noviembre de 1970, no fue fácil para su época dada la reticencia de muchos estados y tratadistas que consideraron el mismo como una injerencia en sus ordenamientos internos, sin embargo dicho avance normativo fue confirmado, en la suscripción y ratificación del Estado Colombiano del Estatuto de Roma o Estatuto de la Corte Penal Internacional, que en el art. 29 estableció que los crímenes de su competencia no tienen prescripción, e igualmente en su art. 7º. Se define que “…los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo…” y en conclusión es clara la competencia de la Corte Penal Internacional sobre los Crímenes de Lesa Humanidad y que dado su carácter de reglas del derecho consuetudinario en donde tales conductas causan agravio a la humanidad en su conjunto, no deben quedar sin castigo, por lo que el Estado Colombiano como garante para proteger a las personas que se encuentran en su territorio de convertirse en víctimas de estos graves crímenes debe responder por dichas obligaciones internacionales, es decir castigar estas conductas y resarcir a las víctimas de las mismas.
 Podría en consecuencia aducirse que si bien dicha normativa internacional se refiere a la imprescriptibilidad, ellas no se refieren a la caducidad del derecho de acción, que señala que el transcurso del tiempo impide el ejercicio del derecho de acceso a la administración de Justicia, como derecho humano que puede ser limitado, por la ley interna, en nuestro caso el art. 164 núm. 2º. Literal i), pero dicha visión estrecha de aplicación exegética para el caso de crímenes de Lesa Humanidad, no está acorde con los estándares internacionales enunciados que buscan defender el derecho de las víctimas y en esencia el principio de “VERDAD, JUSTICIA, REPARACION y NO REPETICION” principio que no debe ser separado en la imprescriptibilidad de carácter penal para la verdad y la justicia, dejando por fuera “LA REPARACIÓN”, como si las acciones resarcitorias no fueran originadas en hechos execrables que atentan contra los valores y principios de la humanidad contrariando el principio oficioso de Convencionalidad, que obliga al Juez interno a preferir la aplicación de normas de Derechos Humanos y DIH en donde el estado es el sujeto obligado internacionalmente, pese a que una parte de nuestra jurisprudencia insista en que dicho principio de “VERDAD, JUSTICIA, REPARACION Y NO REPETICION”, que de paso hace parte de las reglas de ius cogens obligatorias para los Estados, puede dividirse en verdad y justicia en la acción penal y aplicarse la caducidad en la reparación de las víctimas, posición que en primer término divide el PRINCIPIO DE VERDAD, JUSTICIA, REPARACION Y NO REPETICION contrariando a su vez el principio de interpretación de inescindibilidad de la norma, e igualmente dicha interpretación infringe flagrantemente los mandatos internacionales que suscribió el Estado Colombiano por parte de sus agentes judiciales, pues dicho principio obliga a la reparación y no repetición para que se resarza el derecho humano conculcado y violado por la ocurrencia de un crimen de lesa humanidad, como lo son las ejecuciones extrajudiciales, se insiste este principio es inescindible y dicha obligación no puede dejarse de lado por el funcionario Judicial sin romper el ordenamiento internacional obligatorio para el Estado y sus propios mandatos Constitucionales conforme al art. 93 y 214 núm. 2º. 
Considera esta Juez que los anteriores argumentos son potísimas razones para considerar que en el presente asunto no hay caducidad habida cuenta que es una obligación del juez interno aplicar las normas internacionales que hayan sido reconocidas por el Juez Constitucional y constituyan una obligación para el estado originado en una convención, en este caso el Estatuto de Roma, y los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y los protocolos adicionales a tales Convenios de 1976.
-  Requisito de Procedibilidad: El mismo se encuentra agotado, como se puede observar a folios 41-42 del expediente, donde aparece las actas de conciliación extrajudicial. 

3. MARCO NORMATIVO.
3.1 MARCO JURIDICO Y NORMATIVO. 

Promueve la parte actora el medio de control de Reparación Directa, consagrado en el artículo 140 del C.P.A.C.A, que nace de acuerdo a la norma, por la existencia de un hecho dañoso, negligente u omisivo, de la operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa, derivada del actuar del Estado o sus entidades, lesionando al particular u otra entidad o institución, para lo cual tanto el particular como la institución o entidad que promueven la acción, buscan la declaratoria de una responsabilidad patrimonial del Estado y su consecuente reparación por los daños causados, es si que para predicar la responsabilidad el elemento esencial, es la existencia de un daño que no se está en el deber legal de soportar.

3.2 DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO.
Esta figura se encuentra consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política, como aquella responsabilidad generada por los daños antijurídicos que le sean imputables al Estado, en ese orden el inciso primero de la norma en mención consagra:  

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”

En síntesis, el Estado está obligado a reparar los daños y perjuicios que ocasione a los particulares siempre que ellos no estén obligados a soportarlos por imperativo explícito u otro vínculo jurídico, y que surjan como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública. La Ley 1437 de 2011 en su artículo 140 consagra el medio de control de Reparación Directa, brindando la posibilidad al interesado de demandar por esta vía la reparación del daño causado surja de un hecho, omisión, u operación administrativa o de la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Nuestro órgano de cierre
 aplicando la figura de la responsabilidad, ha mantenido en su jurisprudencia, que la norma constitucional basó esta figura en el daño antijurídico, como pilar estructural del nuevo régimen, pero manteniendo como título de imputación general el de la falla en el servicio.  Manifestó la Alta Corporación que en principio no juega como problema establecer la culpa, porque la norma constitucional desplaza dicho problema de la antijuridicidad a la conducta de la autoridad administrativa y la radica en la antijuridicidad del daño.  De esta forma no importa si el actuar de la Administración fue legal o no para determinar esa responsabilidad, ya que la antijuridicidad no se predica del comportamiento, sino del daño sufrido por el afectado, que puede surgir de una actuación legítima de la Autoridad.  Aun así, la jurisprudencia continúa aplicando los diferentes regímenes de imputación que desde tiempo atrás vienen siendo decantados, ya que ellos han facilitado el proceso de calificación de la conducta de las entidades del Estado y han determinado la existencia del daño y del nexo causal.

En ese orden de ideas, el régimen de imputación por excelencia es entonces el de falla del servicio, en el que se encuentra inmersa la responsabilidad a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos esenciales como son: i). El daño antijurídico sufrido por el interesado; ii).  La falla del servicio propiamente dicha, esto es, el deficiente funcionamiento del servicio; y, iii) Una relación de causalidad entre los dos elementos anteriores, con la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia de la falla en el servicio.

Pero es necesario precisar que el título de imputación por responsabilidad patrimonial del Estado, se exterioriza en tres figuras diferentes: i) La común o general, Falla (probada o presunta), ii) El Riesgo excepcional, y, iii) El Daño especial. Y sólo al momento de imputarse esa responsabilidad, se hace necesario examinar a cuál de estos tres títulos se atribuye la misma, a efectos de establecer a quien corresponde la carga de probar el daño y que elementos de la responsabilidad deben ser demostrados.  También corresponde al Juez examinar, teniendo en cuenta las particularidades de cada caso, el régimen aplicable, evaluando la previsibilidad o no del daño y las circunstancias que rodearon el hecho que lo causo.

3.3 DE LA RESPONSABILIDAD POR FALLA DEL SERVICIO:
El artículo 2 Constitucional, determina como razón de las autoridades públicas la defensa de la vida y de los bienes de todos los residentes en el país; asegurando el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares, surgiendo así la Responsabilidad desde la comprobación de la existencia de tres elementos fundamentales, que dan vida a la denominada FALLA DEL SERVICIO, como régimen de responsabilidad general y tradicional, y los cuales son:

- El daño que sufre la parte que lo invoca.

- La falla propiamente dicha que se refiere al mal funcionamiento del servicio, ya sea porque no funcionó cuando debió hacerlo o lo hizo de manera tardía o equivocada.
- Finalmente, la relación de causalidad o el nexo causal que se produce entre estos dos elementos anteriores, o sea, la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia directa por la falla del servicio y el perjuicio percibido por quien lo percibió.

El título de imputación de falla en el servicio, surge del mal funcionamiento de la administración por el dolo o por la culpa grave.  Sin embargo, las omisiones también generan responsabilidad personal e institucional, y es así que el Estado debe utilizar los medios a su disposición para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas, por parte de todas las autoridades públicas y particulares que hacen parte del conglomerado Estatal, sea una realidad material y no meramente formal. 

Cuando se concreta la responsabilidad en una omisión de una autoridad pública es necesario que se encuentren acreditados estos requisitos: a) La existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios; b) La omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; c) un daño antijurídico, y, d) la relación causal entre omisión y daño. 

Si se pretende demostrar dicha omisión no tiene importancia la existencia del nexo causal entre la omisión y el resultado, sino la omisión de la conducta debida, que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la producción de la lesión.  Es el desconocimiento del deber de protección y seguridad en cabeza de las autoridades públicas y especialmente militares y policivas, lo que impone la obligación de protección a los derechos, bienes e intereses de los asociados del Estado.

3.4. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
La Constitución Política, consagra en su artículo 93 el acatamiento a los convenios y Tratados Internacionales debidamente ratificados por el Congreso, que reconozcan derechos humanos, y el artículo 94 de la misma Carta extiende los derechos y garantías inherentes a la persona cualquiera que tenga tal naturaleza, aunque no se enuncie en la Constitución y los convenios vigentes. Además, el citado artículo 93 también impone el deber de reconocer el bloque de constitucionalidad como norma interna prevalente en el ordenamiento Legal Colombiano y por ello surge la obligación de reconocer normas internacionales y la jurisprudencia internacional, que se pronuncie sobre la protección de los derechos humanos.  Además, es necesario precisar que los precedentes en la materia atan en el orden interno a los Jueces de la República.  

El Consejo de Estado
 acusa como imperativo tener presente el respeto como garantía que le atañe al Estado Colombiano, en lo ateniente a los derechos humanos, y así mismo lo ha considerado la Corte Interamericana, colocando en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa la obligación de desplegar mayor cuidado y atención en casos donde se violentan de manera flagrante estos derechos. Advierte el Órgano de Cierre de esta Jurisdicción que el artículo 93 de la Constitución Política, dispone que los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, reconocen que los derechos humanos prevalecen en el ordenamiento interno, ello porque el Estado Colombiano aceptó el bloque de constitucionalidad, compuesto por las normas contempladas en la Carta y los tratados internaciones de derechos humanos
, entre los que se encuentra la Convención de Derechos Humanos. Y es con fundamento en esa disposición, en lo manifestado por la Corte interamericana en su jurisprudencia y en lo dispuesto por la Comisión Interamericana en sus recomendaciones, que se interpretan y desarrollan los contenidos de la Convención Americana de Derechos Humanos, por lo que los lineamientos que se trazan en esos fallos y recomendaciones deben ser atendidos por los Estados Partes, al momento de fallar casos similares.

De acuerdo a lo expuesto es imperativo tener presente las obligaciones de respeto, y garantía que le atañe al Estado Colombiano frente al tema de los derechos humanos, como lo ha reiterado la Corte Interamericana
, lo que hace surgir la obligación, en la Jurisdicción Contenciosa de desplegar cuidado y atención en los casos donde se acusa al estado de la existencia de violación flagrante de derechos humanos.

El mismo Consejo de Estado ha sido enfático en su variada jurisprudencia, al precisar que cuando se trata de acciones ilegales ejecutadas de manera sistemática por las fuerzas militares so pretexto del cumplimiento de mandatos constitucionales, las mismas adquieren la condición de actos de lesa humanidad y en dichos eventos se quebranta no solo el ordenamiento nacional, sino además los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, por lo que el Juez Contencioso Administrativo está obligado a realizar un debido control de convencionalidad, el cual es de aplicación oficiosa e imperativa de forma que haga uso de manera directa de los presupuestos normativos de la Convención Americana de Derechos Humanos y jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

En sentencia de Unificación el Órgano de Cierre
 dispuso que cuando el daño comprometa grave violación de derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, tiene relevancia el juicio de imputación en aras de garantizar la verdad, la justicia y la reparación integral de las víctimas.  El artículo 1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, establece que las autoridades del Estado tienen la obligación erga omnes de cumplir los diferentes tratados en materia de derecho internacional público, porque sus contenidos propenden por proteger la dignidad de las personas como objeto y fin del Derecho Internacional Humanitario, ello impone al Estado el deber de organizar el poder público (Legislativo, Ejecutivo y Judicial), propugnando por el respeto, protección y garantía de los derechos humanos de las personas sujetas a su jurisdicción, además de adecuar el ordenamiento jurídico interno a los lineamientos y respeto por los límites impuestos por las normas humanitarias en situaciones de conflicto armado interno.  

De esta forma cuando se viola alguno de los derechos consagrados en la Convención, se está ante la inobservancia del deber de respeto y garantía establecido en ese artículo 1 de la Convención, existiendo en dicha normativa una serie de obligaciones que prohíben conductas relacionadas con ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzosas, que constituyen grave violación a los derechos humanos y se constituyen serias infracciones en situaciones de conflicto armado interno y debe el Estado garantizar el acceso a la Administración de Justicia para que las victimas accedan a la reparación de esos derechos fundamentales y a una reparación integral.  Colocando en cabeza del Estado la obligación de investigar, sancionar y reparar integralmente los daños irrogados, más aun tratándose de personas que se encuentran en debilidad manifiesta.

Indica la Alta Corporación en la sentencia en mención, que esas obligaciones internacionales son de obligatorio cumplimiento por el bloque de constitucionalidad, y son aplicables al juicio interno de responsabilidad Estatal.

De otro lado se pronuncia sobre la Ejecución Extrajudicial, explicando que el concepto surge del Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, el cual fue desarrollado por el derecho interno en aplicación del artículo 135 de la Ley 599 de 2000 y lo describe como el delito de homicidio en persona protegida.  Aun así, este delito tiene alcances y connotaciones diferentes, de esta forma se encuentra configurada la conducta cuando el servidor público o el particular actúan por orden, complicidad, tolerancia o aceptación de la Autoridad Pública, y en desarrollo del ejercicio de sus funciones mata a una persona, después de haberla dominado, colocándola en estado de indefensión e inferioridad.

En estos casos el Juez tiene la facultad de revisar el cumplimiento de las obligaciones de respeto y garantía de los derechos humanos, por parte de las autoridades públicas internas.  De esta forma el mismo control de convencionalidad que sirve para ejercer un control objetivo de constatación del cumplimiento de obligaciones internacionales, también le sirve para revisar la obtención de esas obligaciones, constituyéndose en una herramienta, para establecer las normas supralegislativas que reflejan los comportamientos estatales e identificar las obligaciones vinculantes a cargo del Estado.

El Juez Contencioso Administrativo a efectos de amparar de manera integral a las víctimas del conflicto armado, tiene el deber de incorporar en su interpretación estándares desarrollados por organismos internacionales de protección de derechos humanos, a efectos de analizar la conducta del Estado y sus agentes teniendo como derrotero las obligaciones internacionales y nacionales.

3.5. EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD.
Tanto la Doctrina, como la jurisprudencia, han establecido las siguientes eximentes de responsabilidad: Fuerza Mayor, Caso Fortuito, Culpa exclusiva de la víctima y el hecho exclusivo y determinante de un tercero.  Para invocar alguna de estas eximentes se requiere la existencia de tres elementos: 1. Irresistibilidad o imposibilidad del obligado a realizar un determinado comportamiento, resultando el daño inevitable que configure una causa extraña; 2. Imprevisibilidad o aquella situación que no es posible prever anticipadamente, en otras palabras, que el hecho causante del daño no sea previsible antes de su ocurrencia o que siéndolo sea súbito o repentino; y, 3. Exterioridad respecto del demandado, esto es, una causa extraña no imputable a éste del que no tiene deber jurídico de responder.

3.6. DE LA PRUEBA PARA DEMOSTRAR EJECUCIONES EXTRAJUDICIALES.
En materia probatoria en el campo de violación de derechos humanos derivados de las ejecuciones extrajudiciales, el Consejo de Estado
 ha sido permisivo al permitir al Juez acudir a criterios más flexibles para la valoración de la prueba, permitiéndole privilegiar medios de prueba indirectos e inferencias lógicas guiadas por las máximas de la experiencia, con el objetivo de reconstruir la verdad histórica de los hechos y lograr la protección de los derechos fundamentales (verdad, justicia y reparación integral), ello en razón a que en estos casos se rompe el principio de la carga probatoria tradicional de que las partes acceden al proceso en iguales condiciones, porque en estas circunstancias existe una relación diametralmente asimétrica de cara a la prueba.

Esta flexibilidad resulta razonable y se justifica y la misma violación de los derechos humanos, lo cual impone al Juez la necesidad de ponderar la situación fáctica concreta y de flexibilizar los estándares probatorios, lo cual se complementa con la misma Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ha permitido la misma flexibilidad en la valoración de la prueba.  Por ello el Juez puede acudir a los medios de prueba que considere pertinentes para establecer los hechos de relevancia jurídica y hasta aplicando instrumentos internacionales, para garantizar una justicia efectiva.

Hacen énfasis estas providencias en que, aplicando los lineamientos de la Corte Internacional de Justicia, el juez debe guiarse por la libertad de apreciación de los medios probatorios que obren en los procesos bajo los postulados de la sana crítica, que se erige como principio fundamental en el análisis de la prueba, ya que no puede el Juez sustentar su posición únicamente en su íntima convicción.

4. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO.

4.1 Aportadas con la demanda: (folios 43-108 del cuaderno No 1, fls 149-157 y 198-201)
-Copia simple de las actuaciones procesales adelantadas por la Inspección Municipal de Policía, Juzgado Promiscuo Municipal, Juzgado 91 de Instrucción Penal Militar, el Juzgado Trigésimo Cuarto de Instrucción Criminal, así como de la Unidad Única de Fiscalía, todos de Guarne (Antes juzgado 34 de instrucción criminal).
-Diligencia de Necropsia No. 029 realizadas el 28 de junio de 1990 a tres cadáveres por parte de la Dra. GLADYS ARROYAVE ESTRADA Adscrita al HOSPITAL DE ENFERMERAS DE ANTIOQUIA.

-Respuesta a derecho de petición emanado del Dr. LUIS GABRIEL GARCÍA AGUILAR, Asistente de Fiscal II, quien informa que en ese despacho se adelantó la investigación radicada bajo el numero 071 por la muerte de GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JACOME, GUSTAVO ALBEIRO ZAPATA DUQUE Y JESÚS ÁNGEL VÁSQUEZ LOPERA.
-Copia simple del trámite de reparación Administrativa elevado tanto por la joven LADY JOHANA BEDOYA CARDONA Y LILIANA MARIA CARDONA LOPEZ ante la Unidad de Víctimas.

-Declaración Extrajuicio rendida por los señores LUZ MARINA TAVERA OSORIO y CARLOS ALBERTO DURANGO ARAQUE, quienes dan cuenta de la existencia de la Unión Marital de Hecho constituida entre el señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JÁCOME Y LILIANA CARDONA LÓPEZ.
-Derecho de petición radicado ante la POLICIA METROPOLITANA DEL VALLE DE ABURRA, donde se solicita se informe si por la muerte del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JACOME se adelantó proceso disciplinario en contra del teniente de policía GONZAEZ GOMEZ, agentes CARDONA HENRIQUEZ, RAMIREZ OSORIO Y LEMUS MOSQUERA, así como el resultado de dichos procesos disciplinarios y copia de los mismos, sin que a la fecha se haya obtenido respuesta.

-Copia autentica de los folios de registro civil de nacimiento de LADY JOHANA BEDOYA CARDONA, LILIANA MARIA CARDONA LÓPEZ Y GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JACOME. 

-Copia simple del folio de registro civil de defunción del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA JACOME

-Historia clínica de LADY JOHANA BEDOYA CARDONA
-Antecedentes allegados por la entidad accionada visible a folios 149-157
-Respuesta a oficios No 213 y 214 de fecha 28 de febrero de 2018, cuya respuesta obra folios 189 y siguientes del expediente.
Testimonios. (Audiencia de pruebas de fecha 29 de octubre de 2018 fls 198-201)
-ANGELA MARIA GIL MONTOYA

-CARLOS ALBERTO DURANGO
-MARIA VICTORIA LOPEZ ESTRADA

4.3 Análisis de la responsabilidad en el caso concreto, de acuerdo a la prueba aportada: 
De conformidad con lo que ha establecido nuestro órgano de cierre, al analizar este tipo de procesos, es necesario dilucidar inicialmente, lo referente a la existencia o no del daño y si este puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la inferencia de la existencia del daño antijurídico se debe efectuar la estimación del otro elemento de la responsabilidad estatal, es esto, el título de imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los diferentes títulos que para el caso en particular ha de analizarse.

Así las cosas, en el asunto objeto de estudio se requiere examinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon los hechos acaecidos el día 29 de junio de 1990, a raíz de la muerte del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA, en el Municipio de Medellín puesto que a partir de lo probado, el Despacho definirá y desarrollara el problema jurídico anteriormente planteado, es decir, en qué casos se está en presencia de un daño imputable al Estado como consecuencia de una falla del servicio, y como resultado de ello se deberá analizar si se cumplen o no los los elementos constitutivos de ese daño que daría lugar a una eventual indemnización, o si por el contrario, el suceso tuvo su origen en otras circunstancias no acreditadas  en el expediente lo que configuraría la ausencia de imputación de la entidad accionada por alguna causal exonerativa de responsabilidad.
Con base en la motivación y justificación anterior, y ateniéndose estrictamente a las pruebas obrantes en el proceso, esta Agencia Judicial analizará el supuesto daño antijurídico en el caso concreto. Es así que de las pruebas testimoniales llevadas a cabo el día 29 de octubre de 2018 (fls 198-201 +CD) el Despacho encuentra que no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Policía Nacional por la muerte del señor Gustavo Adolfo (Q.E.P.D), es decir, nada de lo manifestado por los testimonios da lugar a inferir con cierto grado de certeza, que haya existido una conducta jurídicamente exigible a la entidad accionada. Veamos el testimonio del señor CARLOS ALBERTO DURANGO:
“…PREGUNTA EL DESPACHO: cuénteme que supo usted o conoció de la muerte del señor Gustavo Adolfo. RESPUESTA: él fue  a visitar a su mama en semana,  ahí hay un teléfono público en una esquinita lo que  nos dicen que una patrulla lo recogió con otro compañero y lo llevaron  a una inspección de Manrique, no sé a cuál inspección y ya después la mama y la esposa mía empezaron a buscarlos porque la inspección recibieron cosas para él después dijeron que lo habían soltado y luego pareció en el noticiero tres jóvenes en guarne, pero no dijeron los  nombres, si no tres jóvenes que estaban por allá, y una creo que fue el papa y otra compañera del barrio fueron a l morgue de guarne a reconocerlos….PREGUNTADO: usted como supo que fue una patrulla de la policía la que los recogió toda esa información donde la saco. RESPUESTA: yo viví un tiempo en el sector de la Salle ahí en la casa de doña socorro y media cuadrita antes en ese tiempo hubo mucha violencia entre el 89 y 90y pico había una patrulla que le decían la patrulla de la muerte y vecino que vieron que esa patrulla lo recogió, yo no lo vi… PREGUNTADO: cuénteme que le comentó su esposa en las indagaciones buscando al señor Gustavo Adolfo. RESPUESTA: yo estaba trabajando y me llamaron que él no aparecía y nos repartimos en hospitales e inspecciones y yo estaba en medicina legal y ya me llamo el papa y me dijo que él estaba en guarne…” (Min 13:44 parte 2 audiencia de pruebas de fecha 29 de octubre de 2018 visible a flS CD 201)
En este mismo sentido el testimonio rendido por el señor CARLOS ALBERTO DURANGO no prueba de manera determinante que la Policía Nacional haya incurrido en un daño antijurídico por acción u omisión, razón por la cual no es posible atribuir la responsabilidad al Estado por la falla en el servicio, en dicha declaración se manifestó lo siguiente:  

“PREGUNTADO...usted sabe o conoció que personas o personajes de la policía nacional manejaban esa patrulla y estaban ahí. RESPUESTA: Había uno que los dirigía que era el cabo Ortiz, era como un cabo y había uno Lemus o Lexus pero no me acuerdo de los demás…” (Min 18:00 parte 2 audiencia de pruebas de fecha 29 de octubre de 2018 visible a flS CD 201)
Igualmente, el testimonio de la señora MARIA VICTORIA LOPEZ ESTRADA manifestó lo siguiente:

“PREGUNTADO: cuénteme si usted sabe o conoció que le paso al señor gustavo. RESPONDIO: bueno pues yo lo que ella me comentaba y eso que lo habían matado, Liliana me comento, porqué ella se puso muy mal, ella nos comentó cuando lo encontraron, INTERVIENE EL DESPACHO PREGUNTANDO: que le comento. respondió: no se si fue en una batida que lo detuvieron y que después el otro día lo encontraron muerto, en fin, no muy detalladamente, pero ella en medio de su tristeza y uno viviendo con ellos se daba cuenta…” (Min 48:43 parte 2 audiencia de pruebas de fecha 29 de octubre de 2018 visible a flS CD 201)
Como quiera que el dicho de los testigos no da certeza a esta Judicatura acerca de las circunstancias que rodearon la muerte del señor Gustavo Adolfo Bedoya Jácome (q.e.p.d), por no ser la fuente directa de tal información, el daño inferido no puede ser calificado como antijurídico. Es así que la parte demandante no logro demostrar la Falla del Servicio invocada de conformidad a lo establecido en el (art.167 C.G.P.), ni tampoco que la misma hubiere obedecido a la omisión de la entidad accionada.
Por su parte el testimonio de la señora ANGELA MARIA GIL MONTOYA, indico lo siguiente: 
” … PREGUNTADO: cuénteme si usted supo o sabe o conoció y porqué lo que lo ocurrió al señor Gustavo Bedoya Jacome. RESPONDIÓ: lo que yo sé es, yo tenía la tiendecita ahí en la casa y yo vi y me di cuenta el cómo que venía a donde doña socorrito, porqué en ese entonces estaba viviendo en otro sector pero el acostumbrara a visitar mucho a la mama, y yo estaba ahí atendiendo normal como era una ventanita y vi cuando el venia se paró ahí en la esquina se encontró con otro muchacho ahí de topetón  y se estaban ahí saludando cuando yo vi que llego una patrulla se bajaron y como que los requisaron y se los llevaron a ellos dos y entonces yo fui a avisarle a doña socorro, yo vi el carro de la policía y vi a los policías cuando se bajaron y también vi cuando los subieron a la patrulla… (Min 33:35 parte 2 audiencia de pruebas de fecha 29 de octubre de 2018 visible a flS CD 201)… PREGUNTADO: usted sabe como murió, si usted sabe conoce o supo RESPONDIO: los encontraron por allá por una carretera no me acuerdo, lo que le diga no me acuerdo y quemados y lo quemaron a él y al otro muchacho con el que vi que se saludó y supuestamente a otra muchacho que iba con ellos en la patrulla…”(Min 35:24 parte 2 audiencia de pruebas de fecha 29 de octubre de 2018 visible a flS CD 201)
Pese a la anterior afirmación, donde la deponente ANGELA MARIA GIL MONTOYA señala haber sido testigo directa de la supuesta aprehensión por parte de la Policía Nacional al señor Gustavo Adolfo, de este solo testimonio y dado que no se acreditan las circunstancias de tiempo, modo y lugar, e igualmente no se aportaron otros testimonios,  donde se permita alcanzar la certeza sin ningún género de dudas  de la misma; ello no es prueba suficiente para acreditar la supuesta actuación reprochable de la Policía Nacional y su consecuentemente  responsabilidad.
Es así que al no existir prueba de cargo suficiente que, de evidencia a tal afirmación, así como otros indicios que refrenden las declaraciones dadas, y otras pruebas tales como informes, investigaciones en el proceso penal o disciplinario, todo lo cual permitiera inferir la responsabilidad de la entidad accionada, al mismo tiempo, darse, ante la insuficiencia de la prueba practicada en el trascurso del proceso, una convicción a esta Juez, es que deben negarse las pretensiones de la demanda.
En otras palabras, no se cumplió con la carga de la prueba en este punto, de allí que se insiste que de acuerdo con el artículo previamente citado,  le corresponde a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, en consecuencia, los demandantes debían probar el daño alegado y los perjuicios producidos como era su deber, por ser norma de conducta para las partes y regla de juicio para el Juez como director del proceso, que de un lado le indica a aquéllas como debían actuar so pena de sufrir las consecuencias de no hacerlo así, y de otro lado le indica al juez que debe fallar contra la parte que debía probar y no probó.

Así las cosas, se presenta una clara ausencia o imposibilidad de imputación, puesto que el daño no es atribuible a conducta alguna por parte de la entidad accionada, esto es, no le es referible, en los términos de análisis del artículo 90 de la Constitución Política.

Por tanto, se torna infructuoso realizar cualquier análisis en cuanto a la falla del servicio, como quiera que nos encontramos ante una ausencia de imputación, y aquélla tienen su sustento y razón de ser sólo cuando el daño antijurídico le es atribuible a la administración, lo cual no se configuró en el caso concreto, y ello exime al juzgador de ese tipo de análisis. 

Igualmente, del material probatorio practicado, como las respuestas otorgadas por el Ministerio de Defensa-Policía Nacional, Metropolitana del Valle de Aburra con No S-2018-052581/COMAN-ASJUR 1.10 mediante exhorto, obrante a folios 189, se indicó: “…Que una vez revisados los archivos magnéticos y físicos existentes en la Oficina de Control Interno-MEVAL, no se encontraron registros del proceso disciplinario cerrado y/o vigente como consecuencia de ellos hechos presumiblemente acaecidos en junio de 1990, igualmente se realizo un sondeo en el Sistema de Información y Administración de Talento humano de la Policía Nacional, sin arrojar coincidencias concretas con respectos a los datos TE GONZALEZ GOMEZ y Agentes CARDONA HENRIQUEZ, RAMIREZ OSSORIO y LEMUS MOSQUERA…”
En tales condiciones es evidente la ausencia de pruebas que permitan siquiera vislumbrar un indicio de responsabilidad de la Policía Nacional, lo que sin duda constituye una falta al deber de la carga de la prueba, presupuesto fundamental en este tipo de acciones pues tal y como se acoto previamente, el Despacho avizoró que no existen daños que se infieran o relacionen la parte actora con la Nación-Ministerio de Defensa-Policia Nacional, en tanto no existe prueba mínima que permita establecer el perjuicio ocasionado entre dichos sujetos con ocasión al daño antijurídico que se pretende sea resarcido, valga destacar que para que exista dicho daño antijurídico de acuerdo a la Doctrina y a la Jurisprudencia debe tener como características esenciales las siguientes:

i) Debe ser cierto: Lo que indica que se halla lesionado un bien jurídico del perjudicado, por ello debe ser presente o futuro real, no eventual.
ii) Debe ser especial: o sea a una o varias personas determinadas o determinables y no a la generalidad.
iii) Debe ser anormal: Es decir exceder los inconvenientes o cargas inherentes al servicio público, pues hay cargas que se imponen a todos los ciudadanos o a determinado grupo y que son normales.
iv) Debe referirse a una situación jurídica protegida:  se excluye una situación ilegal, pues si se realiza debe correr dichos riesgos

Así mimo es pertinente traer a colación, lo señalado por nuestro órgano de cierre en Sentencia de enero 18 de 2012, expediente: 68001-23-15-000-1995-11029-01(21196) en lo atinente a la prueba indiciaria. Veamos: 

Sobre la prueba indiciaria, el Consejo de Estado ha señalado: “En nuestro derecho positivo (arts. 248 a 250 CPC), los indicios son medios de prueba indirectos y no representativos -como sí lo son el testimonio y la prueba documental- y no pueden ser observados directamente por el juez, como por ejemplo sucede en la inspección judicial. En la prueba indiciaria el juez tiene ante sí unos hechos probados a partir de los cuales establece otros hechos, a través de la aplicación de reglas de la experiencia, o principios técnicos o científicos. En otros términos, al ser el indicio una prueba indirecta que construye el juez con apoyo en la lógica, partiendo de la existencia de unos hechos debidamente acreditados en el proceso, tal construcción demanda una exigente labor crítica…”.
Bajo los mismos parámetros en Sentencia de 24 de marzo de 2011, expediente (17993) y sentencia de junio 13 de 2013, expediente 05001-23- 31-000-1995-00998-01(25180). indicó: 

“Ahora bien, la existencia y convergencia de hechos indicadores, los cuales se encuentran debidamente acreditados, entraña una pluralidad simétrica de hechos indicados que corresponden a las conclusiones como producto de las inferencias, a partir de un número igual de hechos probados. Y es que como ya se sabe, el indicio se estructura sobre tres elementos: 1. Un hecho conocido o indicador, 2. Un hecho desconocido, que es el que se pretende demostrar, y 3. Una inferencia lógica a través de la cual, y partiendo del hecho conocido, se logra deducir el hecho que se pretende conocer. “Es el juzgador quien declara la existencia de un indicio, cuando establece un hecho indicador, aplica una o varias reglas de la experiencia e infiere lógicamente otro hecho indicado. Es el juez quien construye el indicio, en cada caso concreto”.

En tal orden, cabe destacar que al expediente no se allegó prueba que indilgue alguna responsabilidad entre el citado Policía Nacional y la parte actora, razón por la cual no es dable condenar a una entidad sin existir elementos de juicio suficientes para ello, pues no se acreditó la existencia de un nexo causal entre el hecho antijurídico deprecado y las actuaciones de la entidad demandada. En el mismo sentido, no se probó que la entidad demandada haya incurrido en omisiones o acciones que pudiesen imputarse a los cargos demandados, por lo cual no puede declararse su responsabilidad administrativa y patrimonial.    

Efectuadas las anteriores consideraciones, y arribando a las conclusiones probatorias expuestas, para esta Agencia Judicial es evidente que en el caso concreto no se incurrió en una falla del servicio en cabeza de la Nación – Ministerio de Defensa- Policía Nacional con relación a los hechos ocurridos el 29 de junio de 1990 en ocasión de la muerte del señor GUSTAVO ADOLFO BEDOYA, por ello es válido advertir que la excepción propuesta por la entidad accionada de ausencia de responsabilidad  está llamada a prosperar, y como consecuencia de ello se deberá denegar las pretensiones de la demanda. 
6. Condena en Costas: El artículo 188 de la ley 1437 de 2011 reguló el tema de costas en el procedimiento administrativo, para lo cual dispuso: 
“Artículo 188. Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Ahora bien, de un análisis simple de la norma anteriormente transcrita se podría concluir que la condena en costas en materia contenciosa administrativa debe imponerse de forma objetiva, en asuntos donde se estudie asuntos de interés particular, sin embargo, cuando la disposición normativa utiliza el término “dispondrá” lo que está queriendo decir es que el juzgador está obligado a pronunciarse sobre si es o no procedente condenar en costas a la parte vencida en el proceso, en este sentido el máximo órgano constitucional se ha pronunciado de la siguiente manera: 

“Si bien una lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte que ha visto frustradas sus pretensiones procesales.”

Así entonces, en el caso sub examine se evidencia que no se trata de un asunto de interés público, por el contrario, las pretensiones buscan que se le reconozca a el demandante un derecho netamente de carácter particular, en este orden de ideas deberá entonces disponerse sobre las costas en esta primera instancia, conforme a la normativa vigente sobre la materia, esto es, el artículo 365 de Código General de Proceso dispone en su numeral primero lo siguiente: “Se condenara en costas a la parte vencida en el proceso, (…)” a su vez el numeral octavo prescribe: “Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación”

Analizando el expediente no obra prueba ni siquiera sumaria, donde se evidencia que se causaron costas a favor de la parte demandada, en este caso la parte accionante en su legítimo derecho de acudir a las instancias jurisdiccionales para solicitar lo que creía que debía reconocérsele sin actuar de mala fe en ninguna etapa procesal, no habría lugar entonces de condenar en costas al demandante, puesto que no existe causa ni objetiva, ni subjetiva para reconocerlas y atendiendo el precedente transcrito este Despacho se aparta de su propio precedente en condenas sobre otros asuntos, para predicar que el carácter de las costas no siempre es objetivo.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A:

PRIMERO: Se declara prospera la excepción de ausencia de responsabilidad propuesta por la Nación – Ministerio de defensa – Policía Nacional. 
SEGUNDO: Niéguense las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.
TERCERO: NO CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante, de acuerdo a la parte motiva de esta providencia.
CUARTO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ
� Consejo de Estado. Secciòn Tercera. Setencia del 2 de marzo de 1993.  M.P. Carlos Betancur Jaramillo. Rdo. 7429.


� Consejo de Estado. Providencia del 22 de febrero de 2007. Expediente 26.036. Consejero Ponente Dr. Ramiro Saavedra Becerra.


Sentencias de la Corte Constitucional: C-225 de 1995 y C- 582 de 1999.


Corte IDH, caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sala Plena. Sentencia del 28 de agosto de 2014. M.P. Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. Rdo. 1999-01063-01(32988).


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sala Plena. Sentencia del 28 de agosto de 2014. M.P. Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. Rdo. 1999-01063-01(32988). Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsecciòn C. Consejero Ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. Sentencia del siete (7) de septiembre de dos mil quince (2015). Radicación Nº: 17001-23-31-000-2009-00212-01(52892).





� “Derecho Administrativo General y Colombiano”, Libardo Rodriguez, décimo quinta edición, Ed. Temis, pag. 603.


� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION PRIMERA, Consejero ponente: GUILLERMO VARGAS AYALA, dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015), Radicación número: 25000-23-24-000-2012-00446-01, Actor: C.I. CITITEX DE COLOMBIA S.A. HOY CITITEX UAP S.A, Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN








PAGE  

[image: image1.png]